
Número Identificador 

SEN2021_____________ 

 
 

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL VIII 
 

 
LUZ NEREIDA 

ANTONETTY CINTRÓN 

 
RECURRENTE 

 

V. 
 

RENÉ BBQ 
 

RECURRIDA 

 
NEGOCIADO DE 

SEGURIDAD DE EMPLEO 
 

AGENCIA RECURRIDA 

KLRA202000531 

 
Revisión 
administrativa 

procedente del 
Departamento del 
Trabajo y Recursos 

Humanos 
 

Caso Núm. 
G-00346-20A 
 

Sobre: 
INEGIBILIDAD A LOS 

BENEFICIOS DE 
COMPENSACIÓN 
POR DESEMPLEO 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la 
Jueza Brignoni Mártir y la Jueza Grana Martínez. 

 
Grana Martínez, Jueza Ponente 

 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de abril de 2021. 

 Comparece Luz N. Antonetty Cintrón, (señora Antonetty 

Cintrón o la recurrente) y solicita la revocación de la decisión del 

Secretario del Trabajo y Recursos Humanos emitida y notificada el 

5 de noviembre de 2020. Mediante la referida decisión, la Oficina de 

Apelaciones ante el Secretario del Departamento del Trabajo y 

Recursos Humanos (DTRH) confirmó la Resolución de No 

Comparecencia emitida el 13 de mayo de 2020, por la Directora de 

la División de Apelaciones, Lcda. Wanda Torres Velázquez. En esta, 

la División de Apelaciones concluyó que la señora Antonetty Cintrón 

no compareció a la audiencia telefónica ante el Árbitro y confirmó 

su descalificación para recibir el beneficio de desempleo. Dicha 

Resolución de No Comparecencia, notificada el 21 de mayo de 2020, 

a su vez sostuvo la Resolución emitida por la Oficina Local del 

Negociado de Seguridad de Empleo (el Negociado), el 23 de enero de 

2020, que descalificó a la recurrente para recibir el beneficio de 
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desempleo por haber sido despedida al no aprobar el periodo 

probatorio. 

 Por los fundamentos que pasamos a exponer, revocamos la 

determinación recurrida. 

I 

 La señora Antonetty Cintrón trabajó para el patrono, Bar Rest. 

René BBQ, desde el 18 de febrero de 2019 hasta el 24 de marzo de 

ese año. Según alega la recurrente en su escrito, en enero de 2020, 

solicitó los beneficios del desempleo ante el DTRH, Región de 

Guayama. 

El 23 de enero de 2020, la Oficina Local del Negociado de 

Seguridad de Empleo descalificó a la recurrente para recibir el 

beneficio de desempleo. Fundamentó su descalificación en que, y 

citamos: “no aprobar el periodo probatorio debido al pobre 

desempeño en sus funciones. La información obtenida, así lo 

demuestra que se le realizaron señalamientos sobre su desempeño 

y no mejoró. Se considera que incurrió en conducta incorrecta al no 

realizar los esfuerzos necesarios para mejorar su desempeño. Se 

descalifica desde 1-05-20 e indefinidamente hasta tanto trabaje el 

empleo cubierto durante un periodo no menor de cuatro semanas y 

gane diez veces su beneficio semanal”. La Oficina Local del 

Negociado de Seguridad de Empleo sostuvo que la decisión se 

basaba en la Sección 4(b)(3) de la Ley de Seguridad de Empleo y 

advirtió que, de no estar de acuerdo con la determinación, debía 

consultar un representante de la oficina donde radicó su 

reclamación o apelar la decisión en el periodo de 15 días siguientes 

a la fecha de envío por correo. 

Inconforme con la determinación de la Oficina Local del 

Negociado, el 5 de febrero de 2020, la recurrente apeló la 

determinación y solicitó audiencia. En dicho documento, la 

recurrente hizo constar que su dirección era Urb. Hacienda 
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Guamaní, 70 Calle Granadillo, Guayama, PR, 00784-000 y su 

número de teléfono el (787) 341-9131. Además, rechazó las 

determinaciones de pobre desempeño laboral en su contra. 

Así las cosas, la División de Apelaciones del DTRH emitió 

Orden y Señalamiento de Audiencia ante el Árbitro-Audiencia 

Telefónica y citó a la señora Antonetty Cintrón a una audiencia 

telefónica a celebrarse el 3 de marzo de 2020 a la 1:00 de la tarde. 

Surge del dorso del documento, que la dirección de la recurrente es 

Urb. Hacienda Guamaní, 70 Calle Granadillo, Guayama, PR, 00784-

000. Sin embargo, en dicho documento se detalla que el número de 

teléfono de la recurrente, era (787) 941-5956, cuando en el 

formulario en el que ésta solicitó audiencia, la recurrente especificó 

que su número telefónico era (787) 341-9131. 

Posteriormente, el Negociado cursó a la recurrente 

Cancelación de Señalamiento de Audiencia ante el Árbitro, en la que 

instruye a la señora Antonetty Cintrón a hacer caso omiso a la 

citación para audiencia ante un Árbitro a celebrarse el 3 de marzo 

de 2020. 

Nuevamente, la División de Apelaciones del DTRH emitió 

Orden y Señalamiento de Audiencia ante el Árbitro-Audiencia 

Telefónica y citó a la señora Antonetty Cintrón a una audiencia 

telefónica a celebrarse, esta vez, el 25 de marzo de 2020 a las 11:00 

de la mañana. Una vez más, en el documento oficinal se detalla que 

el número de teléfono de la recurrente era (787) 941-5956, cuando 

en el formulario en el que ésta solicitó audiencia, especificó que su 

número telefónico era (787) 341-9131. Esta audiencia también fue 

cancelada. 

La División de Apelaciones del DTRH emitió nueva Orden y 

Señalamiento de Audiencia ante el Árbitro-Audiencia Telefónica y citó 

a la señora Antonetty Cintrón a una audiencia telefónica a 

celebrarse el 13 de mayo de 2020 a las 2:00pm y la cual aun 
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continuaba incluyendo el número de teléfono incorrecto de la 

recurrente. 

 Finalmente, la vista telefónica ante Árbitro, presidida por la 

Lcda. Mareline Acevedo se celebró el 13 de mayo de 2020 a las 2:00 

de la tarde, sin la comparecencia de la señora Antonetty Cintrón. En 

esa fecha, la Lcda. Wanda Torres Velázquez, Directora de la División 

de Apelaciones emitió Resolución de No Comparecencia, notificada el 

21 de mayo de 2020, en la que confirmó la Resolución emitida el 23 

de enero de 2020 por la Oficina Local del Negociado de Seguridad de 

Empleo, que descalificó a la recurrente para recibir el beneficio de 

desempleo, fundamentada en que esta fue despedida por no aprobar 

el periodo probatorio. Asimismo, en la Resolución de No 

Comparecencia se hizo constar que la señora Antonetty Cintrón fue 

debidamente notificada de la fecha y hora de la audiencia ante el 

Árbitro; que se llamó al número (787) 341-9131 en seis ocasiones y 

que la recurrente no compareció. 

En desacuerdo con la Resolución de No Comparecencia, el 23 

de mayo de 2020, la señora Antonetty Cintrón presentó escrito ante 

la División de Apelaciones. En esencia, sostiene que no es correcto 

que se le llamó para la audiencia del 13 de mayo de 2020 a su 

número de teléfono, el cual indica que es el (787) 341-9131. La 

recurrente señaló que tenía evidencia para demostrar que el DTRH 

nunca realizó una llamada a ese número para las audiencias 

telefónicas a celebrarse ante el Árbitro; que estuvo esperando la 

llamada y que tiene derecho a que se le muestre la evidencia de las 

llamadas a su número telefónico. La señora Antonetty Cintrón 

indicó en su escrito que, para la primera audiencia a celebrarse el 3 

de marzo de 2020, envió correo electrónico en el que indicó que al 

reverso de la citación había un error en su número telefónico y el 

nombre del patrono incorrecto, razón por la cual le cancelaron la 

citación. Asimismo, señaló que ocurrió lo mismo para la audiencia 
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telefónica a celebrarse el 25 de marzo de 2020. Finalmente señaló 

que para la audiencia telefónica a celebrase el 13 de mayo de 2020, 

envió correo electrónico el 12 de mayo de 2020, para recordarles que 

el número a llamar que ya había corregido varias veces es el (787) 

341-9131. 

Mediante decisión del Secretario del DTRH de 5 de noviembre 

de 2020, se confirmó la Resolución de No Comparecencia emitida el 

13 de mayo de 2020, por la Directora de la División de Apelaciones, 

que a su vez confirmó la Resolución emitida por la Oficina Local del 

el Negociado el 23 de enero de 2020, que descalificó a la recurrente 

para recibir el beneficio de desempleo por alegadamente haber sido 

despedida por no aprobar el periodo probatorio. 

 Es preciso destacar que en la decisión del Secretario del DTRH 

de 5 de noviembre de 2020, se hace constar, en referencia a la 

incomparecencia de la señora Antonetty Cintrón a la audiencia 

telefónica celebrada el 13 de mayo de 2020, que surge de la 

grabación del Árbitro que la reclamante fue contactada en varias 

ocasiones y no contestó la llamada. 

La señora Antonetty Cintrón solicitó reconsideración de la 

decisión del Secretario del DTRH de 5 de noviembre de 2020. Allí 

expuso que no es correcto que se le llamó para la audiencia del 13 

de mayo de 2020 a su número de teléfono, el cual reitera que es el 

(787) 341-9131 y que tiene evidencia para demostrar que el DTRH 

nunca realizó una llamada a ese número para las audiencias 

telefónicas a celebrase ante el Árbitro. La recurrente sostuvo en su 

solicitud de reconsideración que ese número de teléfono siempre ha 

estado disponible para que el árbitro realizara las llamadas en las 

fechas pautadas, pero nunca se registraron ni se recibieron 

llamadas a ese número con esos fines. 
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El 1ro de diciembre de 2020, el Secretario del DTRH emitió 

decisión, en la que declaró No Ha Lugar la Moción de 

Reconsideración presentada por la señora Antonetty Cintrón. 

Inconforme, la señora Antonetty Cintrón recurre ante el 

Tribunal de Apelaciones por derecho propio, mediante Revisión de 

Decisión Administrativa, a la que aneja Solicitud para que se exima 

de pago de arancel por razón de pobreza. La recurrente sostiene en 

su recurso de revisión, que incidió el Secretario del DTRH al emitir 

una decisión que confirma la Resolución de No Comparecencia 

emitida el 13 de mayo de 2020, por la Directora de la División de 

Apelaciones, que a su vez confirmó la Resolución emitida por la 

Oficina Local del Negociado el 23 de enero de 2020. 

La señora Antonetty Cintrón reiteró los argumentos esbozados 

en su Moción de Reconsideración ante el DTRH, en cuanto a que 

tiene evidencia para demostrar que el DTRH nunca realizó una 

llamada a su número para las audiencias telefónicas a celebrarse 

ante el Árbitro; que ese número de teléfono siempre ha estado 

disponible para que el árbitro realizara las llamadas en las fechas 

pautadas para audiencias telefónicas, y que nunca se registraron ni 

se recibieron llamadas a ese número con esos fines. 

 El 4 de enero de 2021, ordenamos al Negociado a presentar 

copia del expediente administrativo del Caso Núm. G-00346-20A. El 

11 de enero del corriente año, el Negociado compareció mediante 

Moción en Cumplimiento de Orden y en Solicitud de Remedio y 

presentó copia certificada del expediente administrativo.1 Mediante 

dicho escrito, el Negociado nos solicitó que ordenáramos a la 

recurrente certificar, si en efecto, notificó del recurso de revisión a 

las partes. 

 
1 Incluyó con el expediente un cassette con el audio de la vista. 
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Mediante Resolución de 19 de enero de 2021, concedimos a la 

recurrente cinco días para certificar la notificación del recurso a 

todas las partes, según lo dispuesto en la Regla 58 (B) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 58. 

El 28 de enero de 2021, la recurrente presentó Moción en 

Cumplimiento de Orden, en la que certificó la notificación del recurso 

a todas las partes. 

El 26 de febrero de 2021, mediante Resolución, eximimos a la 

recurrente de la cancelación de los aranceles de presentación del 

recurso y dimos por cumplido el requisito de notificación del recurso 

a la parte recurrida. 

Por su parte, el Gobierno de Puerto Rico, compareció mediante 

Moción Informativa y en Solicitud de Orden. En esta argumenta—que 

la determinación recurrida apercibía sobre un término de 15 días 

para presentar una apelación ante la Oficina de Apelaciones ante el 

Secretario del DTRH, cuya presentación podía ser presencial, por 

correo regular o correo electrónico. En su lugar, sostuvo que la 

recurrente optó por presentar una reconsideración en la División de 

Apelaciones, quien notificó Orden y Señalamiento de Audiencia ante 

el Árbitro-Audiencia Telefónica y citó a la señora Antonetty Cintrón a 

una audiencia telefónica a celebrarse, esta vez el 26 de junio de 2020 

a la 10:00 am. Reconoce que dicha vista no se celebró y que la 

recurrente finalmente acudió ante la Oficina de Apelaciones ante el 

Secretario del DTRH. No obstante, afirma que la solicitud de la 

recurrente ante dicha oficina no se encuentra en el expediente que 

le hiciera llegar el DTRH, por lo que nos solicita ordenemos a la Sra. 

Antonetty que acredite la fecha y el método utilizado para presentar 

su solicitud ante la Oficina de Apelaciones ante el Secretario del 

DTRH y sujeto a ello, le concedamos un término para replicar al 

recurso que nos ocupa. Esto porque a su entender, dependiendo de 
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la fecha en que la recurrente presentó su escrito ante la Oficina, 

pudiera haber sido tardío y este tribunal no albergar jurisdicción. 

Examinados los escritos de las partes y copia del expediente 

administrativo, estamos en posición de resolver. 

II 

A. Ley de Seguridad de Empleo de Puerto Rico 

 

La concesión de beneficios a los trabajadores que quedan 

desempleados está regida por la Ley Núm. 74 de 21 de junio de 1956, 

según enmendada, y conocida como Ley de Seguridad de Empleo de 

Puerto Rico, 29 LPRA secs. 701-717. Este estatuto fue aprobado con 

el “propósito de promover la seguridad de empleo facilitando las 

oportunidades de trabajo por medio del mantenimiento de un 

sistema de oficinas públicas de empleo y proveer para el pago de 

compensación a personas desempleadas por medio de la 

acumulación de reservas”. Esto ante la preocupación del Estado por 

los efectos de la inseguridad. Sección 1, 29 LPRA sec. 701. 

Para darle vigencia a este estatuto, se estableció un fondo 

especial, distinto y separado de los fondos del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico, que constituye un fondo de desempleo, el cual es 

administrado por el Secretario del Departamento del Trabajo y 

Recursos Humanos. Sección 10, 29 LPRA sec. 710; Castillo v. Depto. 

Del Trabajo, 152 DPR 91, 98 (2000). Asimismo, se dispuso que los 

patronos harán aportaciones para el mantenimiento del fondo. 

Sección 8, 29 LPRA sec. 708. Una vez un trabajador queda 

desempleado, la ley le permite presentar una solicitud para que se 

determine su condición de asegurado. Sección 2, 29 LPRA sec. 705. 

La Sección 4 de la Ley de Seguridad de Empleo, supra, 29 

LPRA sec. 704, establece las condiciones de elegibilidad para recibir 

los beneficios por desempleo. Además, enumera las causas para 

descalificar a un reclamante de estos beneficios. En lo pertinente al 

caso de epígrafe, la Sección 4(b)(3) de la Ley de Seguridad de Empleo, 
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29 LPRA sec. 704(b)(3), descalifica a la persona que: “fue despedido 

o suspendido por conducta incorrecta en relación con su trabajo, en 

cuyo caso no podrá recibir beneficio por la semana en que fue 

despedido o suspendido y hasta que haya prestado servicios en 

empleo cubierto bajo este capítulo o bajo la ley de cualquier estado 

de los Estados Unidos durante un período no menor de cuatro (4) 

semanas y haya devengado salarios equivalentes a diez (10) veces 

su beneficio semanal. 

B. Reglamento 9056 del Departamento del Trabajo 

El Reglamento Núm. 9056 de 8 de noviembre de 2018, 

Reglamento para administrar el programa de seguro por desempleo 

(Reglamento), fue adoptado por el Departamento del Trabajo en 

virtud de la Ley de Seguridad de Empleo, con el propósito de 

establecer los procedimientos que han de seguirse ante 

reclamaciones y pago de beneficios por desempleo.2 

En lo que resulta pertinente al caso ante nuestra 

consideración, el Art. 6.2 del Reglamento dispone sobre las 

apelaciones ante los árbitros que cualquier parte con derecho a ser 

notificado de una determinación podrá apelar la misma en un 

término de 15 días desde que la notificación le fue enviada por correo 

o algún otro medio a su última dirección conocida. La apelación 

deberá hacerse por escrito bien sea por correo u otro medio 

electrónico y presentarse a la División de Apelaciones quien podrá 

prorrogar el término de 15 días por justa causa. En cuanto a la 

notificación de la audiencia telefónica, esta deberá contener, entre 

otros requisitos, nombre, dirección y teléfono del patrono; la 

dirección, número de teléfono, número de fax y dirección de correo 

electrónico de la División de Apelaciones o la Oficina de Apelaciones 

ante el Secretario; indicar que cualquier documento debe ser 

 
2 Art. 1 del Reglamento. 
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dirigido a dicha dirección; referencia a que las partes pueden 

examinar el expediente de la Oficina Local del Negociado, sujeto al 

cumplimiento con la Sección 14K de la Ley sobre Confidencialidad 

y Divulgación de la Información; advertencia de que las personas 

podrán comparecer por derecho propio o asistidas por abogado; 

información sobre alternativas para ciudadanos que necesiten 

acomodo razonable. En los casos que se vaya a celebrar una 

audiencia telefónica, la Orden Notificación también deberá incluir el 

nombre del árbitro o juez administrativo que generara la llamada; la 

dirección de la oficina, número de fax y correo electrónico a la cual 

todas las mociones, documentos, solicitudes de documentos 

relacionados con la audiencia deben ir dirigidos e instrucciones a 

seguir durante la audiencia, incluyendo el proceso para la 

presentación de evidencia.3 

Al iniciar la audiencia, el árbitro debe verter para récord su 

nombre completo, el de las partes y su representante, si alguno; día, 

hora y lugar; hacer constar si la audiencia se celebrara por teléfono; 

verificar la dirección de las partes. Cuando la audiencia sea vía 

telefónica, esta comenzará una vez el árbitro certifique la 

comparecencia de todas las partes en la línea telefónica o la 

imposibilidad de contactar a alguna de ella, luego de un esfuerzo 

razonable. Precisa enfatizar que toda audiencia deberá grabarse 

mediante un sistema video-magnetofónico, digital u otro medio que 

garantice la preservación e integridad del proceso y permita la 

reproducción de la grabación.4 Una parte tiene derecho a una 

audiencia justa que implica que su reclamación sea decidida a base 

de testimonios y cualquier otra evidencia dada o presentada en la 

audiencia e incluida en el récord.5 

 
3 Véase, Artículo 6, inciso 6.2 (c) del Reglamento. 
4 Véase, Artículo 6, inciso 6.2 (d) del Reglamento. 
5 Véase, Artículo 6, inciso 6.2 (g) del Reglamento. 
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C. La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 
Gobierno de Puerto Rico, 3 LPRA secc. 9601 et seq., (LPAUG)  
 

La Ley Núm. 38-2017, mejor conocida como la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, 

3 LPRA secc. 9601 et seq., (LPAUG), establece, entre otros, qué 

derechos se salvaguardarán en todo procedimiento adjudicativo y 

éstos son, según los enumera, el derecho a una notificación 

oportuna de los cargos o querellas, el derecho a preservar evidencia, 

el derecho a una adjudicación imparcial y el derecho a que la 

decisión emitida por el ente administrativo esté basada en el 

expediente.6 Una adjudicación es el pronunciamiento mediante el 

cual una agencia determina los derechos, obligaciones o privilegios 

que correspondan a una parte. 3 LPRA 9603 (b). La LPAUG aplica a 

todos los procedimientos administrativos conducidos ante todas las 

agencias que no están expresamente exceptuados por la ley. 3 LPRA 

sec. 9606. A partir de un año de la vigencia de la antedicha ley, cada 

agencia debía conformar sus reglas o reglamentos aprobados que 

establecieran los procesos formales de reglamentación y 

adjudicación a las disposiciones de la ley. 3 LPRA sec. 9606(b). La 

orden o resolución final deberá incluir y exponer separadamente 

determinaciones de hecho si éstas no se han renunciado, 

conclusiones de derecho, que fundamentan la adjudicación, la 

disponibilidad del recurso de reconsideración o revisión, según sea 

el caso. En cuanto a la reconsideración advertirá el derecho de 

solicitar la misma ante la agencia o de instar el recurso de revisión 

como cuestión de derecho en el Tribunal de Apelaciones, así como 

las partes que deberán ser notificadas del recurso de revisión, con 

expresión de los términos correspondientes. Cumplido este requisito 

comenzarán a correr dichos términos. 3 LPRA sec. 9654. 

Específicamente en cuanto a la reconsideración, la LPAUG dispone 

 
6 Sección 3.1, 3 LPRA sec. 9641. 
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un término de 20 días dentro del cual la parte adversamente 

afectada por una resolución u orden parcial o final podrá presentar 

una moción de reconsideración de la resolución u orden. 3 LPRA 

sec. 9655. 

D. El Debido Proceso de Ley 

El debido proceso de ley es un derecho fundamental 

consagrado tanto en nuestra Constitución, como en la Constitución 

Federal. Artículo II, Sec. 7, Const. PR, LPRA, Tomo 1; Emda. V y XIV, 

Const. EE.UU. Dicha garantía tiene dos vertientes, a saber, la 

sustantiva y la procesal. Domínguez Castro v. ELA, 178 DPR 1, 36 

(2010). 

El debido proceso de ley sustantivo tiene como objetivo 

proteger y salvaguardar los derechos fundamentales de las personas 

al requerirle al Estado justificación al intervenir con los mismos. De 

otro lado, en su vertiente procesal el debido proceso de ley busca 

asegurar que la interferencia con los intereses de libertad o 

propiedad de las personas se lleve a cabo a través de un 

procedimiento justo e imparcial. Id. a la pág. 47. 

La jurisprudencia ha establecido varios requisitos que todo 

procedimiento adversativo debe cumplir para satisfacer las 

exigencias mínimas del debido proceso de ley, a saber: 1) 

notificación adecuada del proceso; 2) oportunidad de ser oído; 3) 

procedimiento ante un juzgador imparcial; 4) el derecho a 

contrainterrogar a los testigos y a examinar la evidencia presentada 

en su contra; 5) que la decisión se fundamente en la evidencia 

presentada y admitida; 6) tener asistencia de abogado. Hernández 

v. Secretario, 164 DPR 390, 395-396 (2005); McConell v. Palau, 161 

DPR 734, 759 (2004). 

Sin bien, en materia de derecho administrativo, el debido 

proceso de ley no tiene la misma rigidez que en la esfera penal, pues 

las agencias administrativas tienen el deber de regular aquellos 
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asuntos que les han sido delegados por la Asamblea Legislativa, las 

agencias, como corolario del debido proceso de ley, deberán 

establecer un procedimiento justo y equitativo. Báez Díaz v. ELA, 

179 DPR 605, 623 (2010). 

En lo pertinente, la Sección 3.1 de la LPAUG, supra, establece 

los parámetros mínimos del debido proceso de ley. Dicha sección 

establece que en todo procedimiento adjudicativo formal ante una 

agencia se salvaguardarán los siguientes derechos: (A) derecho a 

notificación oportuna de los cargos, querellas o reclamos en contra 

de una parte; (B) derecho a presentar evidencia; (C) derecho a una 

adjudicación imparcial; (D) derecho a que la decisión sea basada en 

el expediente. 3 LPRA sec. 9641. La agencia debe dispensar el debido 

proceso de ley antes de que se haga efectiva la determinación 

administrativa, salvo situaciones excepcionales donde se encuentre 

en peligro la salud y seguridad de la comunidad.7 

Por otra parte, como parte del debido proceso de ley, el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico ha dispuesto que la confrontación 

o careo están garantizados por nuestra Constitución. Ahora bien, el 

derecho a la confrontación es uno renunciable. Pueblo v. Guerrido 

López, 179 DPR 950, 959 (2010). 

“El requisito de ser oído implica el de haber sido notificado de 

la violación que se imputa. Es imprescindible que se le conceda al 

querellado una oportunidad razonable para contestar y prepararse 

para su defensa. Su defensa incluye el que se le permita presentar 

evidencia oral y documental, así como conocer la de su adversario y 

contrainterrogar los testigos de la otra parte.” Fernández Quiñonez 

Demetrio, supra, pág. 474. 

  

 
7 Véase, Fernández Quiñonez Demetrio, Derecho Administrativo y Ley de 
Procedimiento Administrativo Uniforme, 3ra edición, Forum, 2013, págs. 402-406. 
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E. La Revisión judicial y la doctrina de deferencia judicial 

La Sección 4.1 de la LPAUG dispone que las decisiones 

administrativas finales pueden ser revisadas por el Tribunal de 

Apelaciones. 3 LPRA sec. 9671. La finalidad de esta disposición es 

delimitar la discreción de los organismos administrativos para 

asegurar que estos ejerzan sus funciones conforme a la ley, de forma 

razonable y que la ciudadanía no pierda la fe en las instituciones del 

Gobierno. Empresas Ferrer, Inc. v. A.R.P.E., 172 DPR 254, 264 

(2007); Mun. de San Juan v. J. C. A., 152 DPR 673, 700 (2000). 

Sabido es que las decisiones de los organismos administrativos 

están revestidas de una presunción de regularidad y corrección. 

Comisionado de Seguros de Puerto Rico v. Corporación para la 

Defensa del Poseedor de Licencia de Armas de Puerto Rico, Inc., 202 

DPR 842, 852-853 (2019).8 Esto debido a que, mediante esta norma 

“reconocemos el expertise del que gozan los organismos 

administrativos en aquellas materias que le han sido delegadas por 

ley”. Íd.9 

Cónsono con lo anterior, la Sección 4.5 de la LPAUG establece 

que los tribunales deben sostener las determinaciones de hechos de 

las agencias si están basadas en “evidencia sustancial que obra en 

el expediente administrativo”. 3 LPRA sec. 9675. Como vemos, la 

norma anterior nunca ha pretendido ser absoluta. Por eso, el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico ha resuelto con igual firmeza que 

los tribunales no podemos imprimirle un sello de corrección, so 

pretexto de deferencia, a las determinaciones o interpretaciones 

administrativas irrazonables, ilegales, o simplemente, contrarias a 

 
8 Citando a Mun. de San Juan v. CRIM, 178 DPR 163, 175 (2010).  
9 Citando a OCS v. Universal, 187 DPR 164, 178 (2012); The Sembler Co. v. Mun. 

de Carolina, 185 DPR 800, 821 (2012). 
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derecho. Graciani Rodríguez v. Garage Isla Verde, 202 DPR 117, 127 

(2019).10 

Sin embargo, la citada Sección 4.5 de la LPAUG, supra, 

dispone que “[l]as conclusiones de derecho serán revisables en todos 

sus aspectos por el tribunal”. Aun así, se sustituirá el criterio de la 

agencia cuando no se pueda hallar fundamento racional que 

explique o justifique el dictamen administrativo. Rolón Martínez v. 

Caldero López, 201 DPR 26, 36 (2018).11 Por ende, “los tribunales 

deben darle peso y deferencia a las interpretaciones que la agencia 

realice de aquellas leyes particulares que administra”. Íd.12 Lo 

anterior responde a la vasta experiencia y conocimiento 

especializado que tienen las agencias sobre los asuntos que le son 

encomendados. González Segarra et al. v. CFSE, 188 DPR 252, 276 

(2013).13 Por consiguiente, dado a la presunción de corrección y 

regularidad que reviste a las determinaciones de hecho elaboradas 

por las agencias administrativas, hemos resuelto que éstas deben 

ser respetadas mientras la parte que las impugne no produzca 

evidencia suficiente para derrotarlas. Graciani Rodríguez v. Garage 

Isla Verde, supra. 

Así pues, debemos recordar que las determinaciones de hecho 

que haga la agencia administrativa se deben sostener cuando se 

basen en evidencia sustancial que surja del expediente 

administrativo. Rolón Martínez v. Caldero López, supra. Según 

hemos reiterado, la evidencia sustancial es aquella prueba relevante 

que una mente razonable podría aceptar como adecuada para 

sostener una conclusión. Íd.14 

 
10 Citando a IFCO Recycling v. Aut. Desp. Sólidos, 184 DPR 712, 746 (2012); 

Empresas Ferrer v. A.R.PE., supra, pág. 264. 
11 Citando a Asoc. Fcias. v. Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 923, 941 (2010). 
12 Citando a Torres Rivera v. Policía de PR, 196 DPR 606, 657 (2016). 
13 Citando a Hernández, Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592, 614 (2006); Vélez 

v. A.R.P.E., 167 DPR 684, 693 (2006). 
14 Citando a Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 728-729 (2005); Rebollo v. Yiyi Motors, 

supra, págs. 76-77. 
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Al revisar las decisiones de las agencias, el criterio rector que 

debe guiar a los tribunales es la razonabilidad de la actuación, 

aunque ésta no tiene que ser la única o la más razonable. Vargas 

Serrano v. Inst. Correccional, 198 DPR 230, 238 (2017). Por lo tanto, 

si al momento de examinar un dictamen administrativo se 

determina que: (1) la decisión administrativa no está basada en 

evidencia sustancial; (2) la agencia erró en la aplicación de la ley; (3) 

el organismo administrativo actuó de manera irrazonable, arbitraria 

o ilegalmente; o (4) su actuación lesiona derechos constitucionales 

fundamentales, entonces la deferencia hacia los procedimientos 

administrativos cede. Empresas Ferrer, Inc. v. A.R.P.E., supra, pág. 

264. La persona que impugna las determinaciones de hecho tiene la 

obligación de derrotar la decisión del ente administrativo con prueba 

suficiente. Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 77 (2004). El 

recurrente debe demostrar que la determinación recurrida no estuvo 

justificada por una evaluación justa del peso de la prueba admitida 

por la agencia. Íd. 

III 

La determinación recurrida confirma la Resolución por 

Incomparecencia emitida por el DTRH, en la que la agencia recurrida 

determina y concluye que la señora Antonetty Cintrón no 

compareció a la audiencia telefónica tras haber sido debidamente 

citada. 

Sin embargo, del expediente administrativo en el documento 

Orden y Señalamiento de Audiencia ante el Árbitro- Audiencia 

Telefónica y en el que se citó a la señora Antonetty Cintrón a una 

audiencia telefónica a celebrarse el 3 de marzo de 2020 se detalla 

que el número de teléfono de la recurrente era (787) 941-5956, 

cuando en el formulario Solicitud de Audiencia completado por la 
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señora Antonetty Cintrón, la recurrente especificó que su número 

telefónico era (787) 341-9131.15 

Asimismo, del expediente administrativo y de los documentos 

anejados por la recurrente a su recurso, surge que, para la primera 

audiencia a celebrarse el 3 de marzo de 2020, ella envió correo 

electrónico en el que indicó que al reverso de la citación había un 

error en su número telefónico y el nombre del patrono también 

estaba incorrecto, razón por la cual le cancelaron la citación. Surge, 

además, que ocurrió lo mismo para la audiencia telefónica a 

celebrarse el 25 de marzo de 2020. Finalmente, señaló la señora 

Antonetty Cintrón que, para la audiencia telefónica a celebrase el 13 

de mayo de 2020, envió correo electrónico el 12 de mayo de 2020 

para recordarles que el número a llamar, que ya había corregido 

varias veces, era el (787) 341-9131. Sin embargo, la recurrente 

reitera que el día de la vista no recibió ninguna llamada a ese 

número. 

De la evaluación del expediente administrativo pudimos 

constatar la existencia de varios correos electrónicos cursados por 

la recurrente, en los que esta solicita al DTRH la corrección del 

número de teléfono al cual la llamarían para la celebración de la 

audiencia telefónica. Tan es así, que surge del expediente 

administrativo comunicaciones internas de empleados del DTRH 

donde ante lo expuesto por la recurrente, a los efectos de que no la 

habían llamado, la señora Mareline Acevedo Morales ordena reabrir 

el caso.16 Obra en el expediente, un memorando interno del 25 de 

junio de 2020, donde la árbitra, Wilma G. Acevedo Cordovés, 

informa haber recibido instrucciones del licenciado Santiago de no 

celebrar una nueva audiencia. 

 
15 Véase, Expediente Administrativo del Caso Núm. G-0346-20. 
16 Véase, correo electrónico de la señora Mareline Acevedo Morales a la División 

de Apelaciones Desempleo con copia a la señora Dalma Aulet Torres del 28 de 

mayo de 2020. 
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No albergamos duda de que, en el presente caso, la 

determinación recurrida no estuvo justificada por una evaluación 

justa del peso de la prueba, toda vez que la recurrente no tuvo la 

oportunidad de presentar la suya en la audiencia telefónica. Surge 

del expediente, que a la señora Antonetty Cintrón no se le llamó al 

número de teléfono provisto por esta en su solicitud de audiencia 

telefónica. Esto a pesar de los continuos reclamos de esta para que 

el DTRH corrigiera su número telefónico. Además, hemos escuchado 

el cassette de la audiencia alegadamente celebrada y que se 

incluyera como parte del expediente administrativo, encontrando 

que el mismo está totalmente en blanco. No existe mención alguna 

del árbitro que certifique comparecencia de las partes o la 

imposibilidad de contactar a alguna de ella, luego de un esfuerzo 

razonable. El cassette está totalmente en blanco. 

No podemos con la evidencia que consta en el expediente 

administrativo tan siquiera constatar que, en efecto, el árbitro 

celebró la vista. La evidencia sustancial que surge del expediente 

muestra las continuas gestiones de la recurrente por lograr que se 

corrigiera el número telefónico, sin que el DTRH así lo hiciera, aun 

después que decidió reabrir el caso, pues la Orden y Señalamiento 

de Audiencia para el 26 de junio, aún tenía el número incorrecto. 

Un examen del expediente administrativo nos permite concluir que 

no se le brindó el debido proceso de ley a la recurrente en su 

vertiente procesal. 

La señora Antonetty Cintrón no tuvo la oportunidad de ser 

oída, de contrainterrogar a los testigos ni de examinar la evidencia 

presentada en su contra. Así las cosas, hay ausencia de evidencia 

sustancial en el expediente administrativo que sostenga la 

determinación recurrida. 

Ante el deber de la agencia, de establecer un procedimiento 

justo y equitativo que garantice el debido proceso de ley a la 
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recurrente, procede revocar la decisión recurrida, con el fin de que 

el DTRH, tras corregir el número de teléfono de la señora Antonetty 

Cintrón, se asegure de llamarla al número correcto el día de la 

audiencia telefónica y la celebre conforme al debido proceso de ley. 

De esta forma, la recurrente tendrá oportunidad de escuchar la 

prueba en su contra brindada por su ex patrono, podrá evaluarla y 

refutarla, de entenderlo pertinente, presentar la prueba que 

fundamente su postura y finalmente conocer los fundamentos de 

hecho y derecho que justifiquen la determinación que, en su día, un 

árbitro tome con relación a su solicitud. Solo entonces, se le habrá 

otorgado un proceso justo, un debido proceso de ley. 

Rechazamos la petición del Gobierno, mediante su Moción 

Informativa y en Solicitud de Orden, para que ordenemos a la Sra. 

Antonetty acreditar la fecha y el método utilizado para presentar su 

solicitud ante la Oficina de Apelaciones ante el Secretario del DTRH. 

No estamos ajenos a los esfuerzos del DTRH durante el periodo de 

la pandemia, pero el expediente administrativo muestra, sin que 

alberguemos duda alguna que, a esta ciudadana no se le atendió su 

reclamo conforme a la ley y el propio reglamento del Departamento. 

No nos persuade grabar aun más su penoso calvario para solicitar 

un beneficio tan esencial como el pago por desempleo. No estamos 

adjudicando de manera alguna si procede o no el beneficio, pero 

jamás debería ser tan oneroso lograr un proceso justo. Después de 

todo, nos referimos a la corrección de un dato, el número de teléfono, 

esencial para que la persona tenga su oportunidad de ser oída. 

IV 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, los cuales se 

hacen formar parte de esta Sentencia, se revoca la decisión 

recurrida y se ordena al DTRH a celebrar la audiencia telefónica 

solicitada por la recurrente. 
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Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


